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4.1 Introducción

El presente capítulo busca evaluar si la interacción del 
orden jurídico mexicano vigente y las capacidades nacio-
nales de los diversos interlocutores gubernamentales, 
políticos y sociales que proponen, promulgan, aplican o 
deben cumplir las leyes en el país apunta hacia el manejo 
y uso sustentable del capital natural de México. Dicho de 
otra manera, se intenta analizar si en las últimas dos dé-
cadas la suma del marco de políticas en las que indivi-
duos y organizaciones operan e interactúan con su en-
torno ha resultado en el logro de objetivos específicos o, 
en su caso, identificar aquellos conceptos, instrumentos 

y herramientas que tendrían que formularse y aplicarse 
para tener las capacidades nacionales adecuadas y un 
marco legal efectivo.

Cabe señalar que por efectividad de las leyes se entien-
de el grado de aceptación social, es decir, la convicción de 
actores e interlocutores dentro de un país y sociedad de 
que los derechos y obligaciones están claramente esta-
blecidos y son equitativos y necesarios para la viabilidad 
de esa sociedad. Por lo que toca a las capacidades nacio-
nales, en los apartados siguientes nos referiremos a lo 
que se entiende por “capacidades”, así como por “desarro-
llo de capacidades” y luego se revisarán algunas defini-
ciones conceptuales básicas y procedimientos vigentes 

El marco jurídico vigente constituye un punto de partida 
adecuado para el desarrollo de capacidades nacionales que 

permitan la conservación del capital natural del país; sin embargo, 
hay diversos escollos normativos que dificultan que esta tarea se 
lleve a cabo plenamente. 

Este marco ha tenido una evolución que llevó, en 1988,  
a la publicación de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente, la cual estableció las bases para la 
integración nacional de la política ambiental y de los recursos 
naturales, y es el sustento normativo de todas las leyes 
ambientales del país, sin dejar de lado la promulgación de leyes 
estatales de protección al ambiente y al equilibrio ecológico, 
mismas que representan una plataforma para el ordenamiento 
ambiental eficiente para que el gobierno federal y los  
gobiernos estatales desarrollen capacidades nacionales, aunque 
es importante tomar en cuenta las limitaciones que se tienen en 
la materia. 

Entre las limitantes del sistema jurídico en materia ambiental, 
éste no es claro ni homogéneo respecto a lo que se considera el 
bien jurídico que busca tutelar (ya sean el ambiente y los recursos 
naturales o bien los criterios de carácter difuso, intangible e 
intergeneracional). Además existe una falta de sincronía entre los 
órdenes de gobierno federal, estatal y municipal, y las 
legislaciones ambientales y sectoriales tienen normas 
individualizadas y muchas veces inconexas. También hay una 
escasa planeación de la agenda legislativa en la materia, que no 
permite una política clara y con resultados objetivos hacia la 
sustentabilidad; aún se privilegia la visión individualista y 
patrimonialista en el uso de los recursos naturales (aunque a 
partir de 2010 se han empezado a dar los primeros pasos hacia 
una tutela del ambiente desde una visión colectiva), entre otras 
limitantes. En algunas leyes y normas se regresa a un esquema 

conservacionista tradicional, sin incorporar criterios de 
sustentabilidad para el manejo, por ejemplo, de áreas protegidas.

 A pesar de que el marco jurídico ha permitido hasta ahora el 
desarrollo de instituciones públicas encargadas de la gestión 
ambiental, la toma de decisiones frecuentemente es todavía 
fragmentada y no toma en cuenta la mejor información científica 
y la tecnología disponibles, en las que las leyes con visión 
administrativista no tutelan el aprovechamiento y los beneficios 
de los bienes y servicios que el ambiente y los ecosistemas proveen. 
Se presentan esfuerzos para instrumentar políticas públicas en 
materia de descentralización y para que en este marco se den 
atribuciones a las autoridades y entidades ambientales estatales; 
sin embargo, éstas no han tenido el respaldo presupuestal adecuado.

Por otra parte, es importante señalar que también ha habido 
una fuerte influencia del derecho internacional ambiental en el 
marco jurídico mexicano vigente, de modo que, por ejemplo, 
obliga al Estado a dar acceso a las personas que lo soliciten a toda 
la información ambiental de que disponga; a reconocer el 
derecho de toda persona a un medio ambiente adecuado para 
su desarrollo y bienestar, y a desarrollar capacidades orientadas a 
la valoración y el aprovechamiento de los servicios ambientales 
que brindan los ecosistemas, entre otros aspectos. A pesar de que 
se cuenta con instituciones encargadas de la observancia y 
cumplimento de las leyes en materia ambiental, aún existen 
temas poco trabajados pero de vital importancia para el pleno 
desarrollo de capacidades nacionales, como es el relativo a la 
procuración y el acceso a la justicia ambiental (particularmente 
en lo relacionado con los bienes colectivos y la tutela de estos 
derechos difusos, y a la responsabilidad ambiental y restauración 
de daños ambientales). Por último, es urgente fortalecer la 
enseñanza especializada en derecho y jurisdicción ambiental, así 
como la producción de textos en la materia.

Resumen 
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en el sistema legal mexicano para la protección y gestión 
del capital natural, incluyendo la influencia del derecho 
internacional. Al final del texto se proponen algunas es-
trategias para lograr una interacción dinámica de un 
marco jurídico efectivo para la gestión del capital natural 
de México y el desarrollo de capacidades. 

4.2 El desarrollo de capacidades 
nacionales

De acuerdo con el marco teórico elaborado por el Progra-
ma de las Naciones Unidas para el Desarrollo, capacidad 
es la habilidad de individuos e instituciones para tomar e 
instrumentar decisiones y desempeñar funciones de ma-
nera sustentable, pudiendo distinguirse capacidades de 
tipo individual, institucional o sistémico. Tanto en el ni-
vel individual como en el institucional, las capacidades se 
reconocen cuando hay habilidades organizacionales y de 
adaptación al cambio. La capacidad sistémica se refiere al 
desarrollo de instituciones como un sistema total, que 
incluye individuos, grupos y sus interacciones formales e 
informales. El desarrollo de capacidades, por otro lado, es 
la suma del marco de políticas en las que individuos y 
organizaciones operan e interactúan con su entorno para 
el logro de objetivos específicos (Ponce Nava 2006). 

4.3 Evaluación del marco jurídico  
en materia de conservación y uso 
sustentable del capital natural  
de México

Se hace necesario comenzar este ejercicio reconociendo 
que el marco jurídico mexicano destinado a la conserva-
ción y el uso sustentable del capital natural del país ha te-
nido una evolución palpable en los años recientes y resul-
ta, a primera vista, lo suficientemente extenso como para 
servir de plataforma eficiente para que los órdenes del 
gobierno federal y estatal desarrollen capacidades nacio-
nales en la materia. Partiendo del año 1982, cuando se en-
contraba vigente la Ley Federal de Protección al Ambiente 
como único ordenamiento auténticamente ambiental (las 
leyes forestales, de caza y de pesca se perfilaban desde una 
perspectiva del todo extractiva), es evidente la evolución 
del marco jurídico en la materia, el cual lleva por eje la 
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente (lgeepa) (dof 1988) y se compone de la Ley 
General de Vida Silvestre (dof 2000), la Ley General 

para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos 
(dof 2003b), la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable (dof 2003a), la Ley de Aguas Nacionales (dof 
2004), y la Ley de Bioseguridad de Organismos Genéti-
camente Modificados (dof 2005).

Como se explicó en el capítulo 6 del volumen III de esta 
obra, el marco jurídico formulado y promulgado a partir de 
la entrada en vigor de la legeepa dio inicio con el uso de 
mecanismos de comando y control. Hacia mediados de la 
década de los noventa se puso mayor énfasis en los instru-
mentos preventivos, como la evaluación del impacto am-
biental, e instrumentos voluntarios, como la auditoría am-
biental (véase capítulo 3 de este volumen). La Ley General 
de Vida Silvestre (lgvs) significó un punto de inflexión 
normativo en cuanto a las estrategias jurídicas para la con-
servación del capital natural del país (Díaz y Díaz 2001) y 
sirvió de inspiración teórica en la promulgación de la Ley 
General de Desarrollo Forestal Sustentable, al establecer 
el aprovechamiento como estrategia para la conservación, 
siendo que el modelo predominante hasta entonces había 
sido conservacionista y ajeno a las reglas de mercado que 
subyacen a las normas de contenido ambiental; esta ley 
también sentó las bases para reconocer en el marco legal 
la diversidad biológica de los ecosistemas de nuestro país.

Es relevante mencionar también que, a partir de la en-
trada en vigor de la legeepa en 1989, se promulgaron 
leyes estatales de protección al ambiente y el equilibrio 
ecológico. En efecto, en el año 2000, los Congresos esta-
tales de cada una de las 32 entidades federativas del país 
habían promulgado una ley en la materia, prácticamente 
copias al carbón de la legeepa, e incluían los mismos 
enfoques administrativos, así como el uso de instrumen-
tos de comando y control, y sólo eventualmente instru-
mentos preventivos (véase capítulo 2, este volumen).

Con un enfoque más crítico es posible percibir limita-
ciones fundamentales en el diseño de las leyes generales y 
estatales en el país, lo que ha impedido el desarrollo de 
capacidades nacionales en los niveles en los que debería 
encontrarse, en comparación con el desarrollo que ha ocu-
rrido en otros países. En los siguientes incisos se analizan 
las limitaciones principales que estas leyes presentan.

4.3.1 Ambigüedad en la definición del objeto  
de tutela del derecho ambiental

En primer lugar es posible percibir la existencia de una 
limitación fundamental, según ha sido abordado por ju-
ristas en México y otros países (Lorenzetti 2008, Gonzá-
lez-Márquez 2009a y b), que consiste en que el sistema 
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jurídico vigente no es claro ni homogéneo respecto al 
bien jurídico que busca tutelar cuando se trata del am-
biente y los recursos naturales. A manera de ejemplo, se 
encuentra en el ámbito jurídico doctrinario que para de-
finir el “ambiente” algunos autores incluyen los sistemas 
naturales y los factores de tipo social, histórico y cultural; 
otros pregonan un concepto más restringido que incluye 
los elementos naturales de manera parcial: agua, aire, 
suelo, vida silvestre, etc. Una visión más actualizada con-
sidera que el concepto jurídico de ambiente debe incluir 
de manera sistémica todas las formas de vida, presentes 
y futuras, armonizando la posibilidad de proteger el me-
dio ambiente con el desarrollo económico sustentable 
(Contreras-Nieto 2009). La Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente recoge esta visión 
extensa del concepto al definirlo como “el conjunto de 
elementos naturales y artificiales o inducidos por el hom-
bre que hacen posible la existencia y desarrollo de los 
seres humanos y demás organismos vivos que interac-
túan en un espacio y tiempo determinados”. Sin embargo, 
hace falta que dicha concepción permee de manera siste-
mática y consistente el resto de disposiciones jurídicas en 
la materia, tanto en el ámbito federal como en el local.

Un tema en el que resulta más obvia la falta de sincro-
nía entre los órdenes de gobierno federal, estatal y muni-
cipal es el ordenamiento territorial. La reforma del artícu-
lo 115 constitucional en 1999 otorgó la atribución plena 
en materia de uso del suelo a los municipios y así, aunque 
las leyes ambientales federales y estatales recogen la vi-
sión amplia del medio ambiente, existe una absoluta di-
sociación entre las normas destinadas a la protección al 
ambiente y aquellas cuya finalidad es regular los patrones 
de ocupación del territorio de los centros de población. 
La Ley General de Asentamientos Humanos considera 
como bien jurídicamente tutelado el establecimiento de 
centros de población, sin considerar el entorno donde los 
grupos humanos se asientan; el instrumento jurídico de-
nominado “programas de desarrollo urbano” es elabora-
do y aprobado en el mejor de los casos por gobiernos 
municipales, y muchas veces en sustitución de ellos, por 
los gobiernos estatales, con técnicas y herramientas de la 
década de los años setenta, como son las descripciones 
toponímicas y los escalímetros.

El marco jurídico que se analiza ha permitido, hasta 
ahora, el desarrollo de instituciones públicas encargadas 
de la gestión ambiental, pero la toma de decisiones es 
fragmentada y se hace sin tener en cuenta la mejor infor-
mación científica y la tecnología disponible. En ese con-
texto, el surgimiento del incipiente servicio civil de ca-

rrera en el orden federal es un avance importante para 
contrarrestar las altas tasas de reemplazo de servidores 
públicos de la federación, aunque los procesos de capaci-
tación y evaluación que lo acompañan no ayudan a for-
talecer los conocimientos y habilidades de los propios 
funcionarios (Ponce Nava 2006).

4.3.2 Visión individualista y patrimonialista  
de la legislación

El sistema jurídico mexicano, sustentado en la tradición 
romano-germánica, ha privilegiado la visión individualis-
ta y patrimonialista en el uso de los recursos naturales. De 
igual forma, las leyes con visión administrativista no tu-
telan el aprovechamiento y los beneficios de los bienes y 
servicios que el ambiente y los ecosistemas proveen, que 
tienen un carácter difuso, intangible e intergeneracional. 
Los conceptos clásicos del “interés jurídico” y el “nexo 
causal”,1 contemplados ortodoxamente en los códigos y 
leyes individualistas del siglo xix, hacen difícil proteger 
los bienes ambientales que la ciencia y la tecnología nos 
permiten entender e incluso cuantificar en el siglo xxi, de 
manera distinta de lo que se conocía o entendía hace ape-
nas dos o tres décadas.

Esta concepción no ha permitido configurar con atin-
gencia, de manera adecuada, al nuevo sujeto de derecho 
internacional reconocido como “las generaciones futu-
ras”, cuya delimitación conceptual cobró forma desde 
1992 al integrarse al principio 3° de la Declaración de Río. 
Resulta indispensable tener en cuenta este nuevo sujeto 
para la formulación de leyes, programas y planes que 
aborden la problemática ambiental.

Para tutelar el ambiente, desde su visión colectiva, en 
otros países se ha reconocido en el nivel constitucional 
que hay derechos colectivos respecto de los bienes difu-
sos para su ejercicio. Los principales países de la Unión 
Europea, por ejemplo, integraron en sus constituciones 
la tutela de intereses difusos a lo largo de la década de los 
ochenta, mientras que en Sudamérica, Brasil adecuó su 
Constitución según esta concepción de los derechos am-
bientales desde 1988, Paraguay en 1992 y Argentina en 
1994. La evolución propia del reconocimiento constitu-
cional de este derecho ha provocado que las leyes secun-
darias de esos países vayan transformándose paulatina-
mente, pasando de un carácter administrativo hacia otro 
de perfil jurisdiccional. Este fenómeno es detonante de la 
creación, en el ámbito internacional, de tribunales espe-
cializados sólo en materia ambiental, lo que ha permitido 
establecer criterios judiciales a este respecto, así como la 
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aparición y aplicación de mecanismos alternativos de so-
lución de controversias.

Casi 30 años después, en nuestro país se están dando 
algunos pasos hacia una tutela del ambiente desde una vi-
sión colectiva, sobre todo con las reformas efectuadas al 
artículo 17 constitucional publicadas el 29 de julio de 2010 
en el Diario Oficial de la Federación. Con estas reformas se 
facultó al Congreso de la Unión para establecer las reglas 
básicas para atender acciones colectivas. Además, hubo las 
reformas a diversas leyes reglamentarias publicada en 
agosto de 2011 (dof 2011d), y en junio de 2013 se publicó 
la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental (dof 2013).2 
Estos cambios constituyen apenas el comienzo de una 
transformación radical en la forma en que se entiende la 
protección ambiental en nuestro país, que sin duda reque-
rirá que el Estado asuma nuevas políticas públicas para 
construir las herramientas institucionales y administrati-
vas necesarias para implementarla. Es menester también 
considerar una mayor participación social, tanto de grupos 
organizados como de una ciudadanía corresponsable que 
intervenga de manera informada en la toma de decisiones.

4.3.3 Dispersión de los contenidos normativos

La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, que en 1988 estableció las bases para la integra-
ción nacional de la política ambiental y de los recursos 
naturales, ha perdido ya su función integradora a pesar de 
que sigue siendo la base normativa de todas las leyes am-
bientales del país (González-Márquez 2009a y b). Las le-
gislaciones ambientales y las legislaciones sectoriales para 
los recursos naturales promulgadas del año 2000 en ade-
lante —aguas nacionales, vida silvestre, pesca, desarrollo 
forestal sustentable, gestión integral de residuos, biosegu-
ridad de los organismos genéticamente modificados, sani-
dad vegetal y animal, bienes nacionales, ordenamiento 
territorial ecológico y urbano— tienen el objetivo de esta-
blecer políticas sectoriales, pero esta tarea está ocurriendo 
en forma desordenada, porque incluyen normas indivi-
dualizadas y muchas veces inconexas en las que no resulta 
claro cómo se integran los regímenes especiales de protec-
ción con el régimen general, ni cuáles son las condiciones 
operativas básicas que permitan solventar los traslapes y 
que, al final de cuentas, se traduzcan en un desarrollo ho-
mogéneo de las capacidades individuales, institucionales o 
sistémicas en materia de protección del capital natural del 
país. Es prioritario, entonces, hacer una revisión integral 
de todas las leyes en la materia para hacerlas, desde su 
perspectiva conceptual, armónicas entre sí.

4.3.4 Elaboración, modificación y promulgación 
de leyes ambientales sin políticas definidas

La dispersión de la legislación en materia de conserva-
ción y aprovechamiento del capital natural del país es 
causa y consecuencia de la poca planeación de la agenda 
legislativa en la materia, lo cual redunda en el procesa-
miento de reformas a las leyes sin ningún tipo de sistema-
tización, integración o política clara. Como ejemplo que 
borda en lo anecdótico, se puede mencionar que entre 
2005 y 2008 (en cuatro años), en el marco de las reglas de 
aprovechamiento como estrategia de conservación esta-
blecidas en la citada lgvs, se importaron 96 593 ejem-
plares de la familia Psittacidae (que incluye a cacatúas, 
loros, pericos y cotorras), principalmente de Camerún, 
Argentina, Uruguay, Perú y Cuba. En los dos años subse-
cuentes a la publicación de la normatividad que estable-
ció que ningún ejemplar de psitácidos con distribución 
en hábitats naturales dentro del país podrá estar sujeta a 
aprovechamiento extractivo con fines de subsistencia o 
comerciales (dof 2008), la Semarnat registró la importa-
ción de 106 000 animales, de los cuales 72 200 ejemplares 
provenían de Uruguay (Sosa 2010).3 Este ejemplo mues-
tra cómo la agenda legislativa está plagada de ocurrencias 
que no están sustentadas en información científica y que 
no se traducen en políticas claras y menos aún en resul-
tados objetivos hacia la sustentabilidad.

4.3.5 Centralización de atribuciones

Como se ha advertido en otras evaluaciones de capacida-
des nacionales para la gestión ambiental en México (Pon-
ce Nava 2006), los diversos esfuerzos para instrumentar 
políticas públicas en materia de descentralización, esta-
blecida como prioridad en los planes y programas federa-
les del sector ambiental en 2001 y nuevamente en 2007 
y en 2013 son obstaculizados por un marco normativo 
confuso. La revisión detallada del marco jurídico admi-
nistrativo de la gestión ambiental permite observar que 
las atribuciones otorgadas a las autoridades y entidades 
ambientales federales han aumentado dramáticamente 
en los últimos años, sin el respaldo presupuestal corres-
pondiente, poniendo en desventaja a dichas autoridades 
frente a los sectores productivos y otras autoridades eco-
nómicas y financieras.

La tradición centralista y centralizadora de siglos de 
producción de políticas públicas y legislación continúa 
presente, y no reconoce que muchos casos documenta-
dos como exitosos en el uso de recursos naturales y pro-
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ducción de bienes y servicios ambientales son aquellos 
en que los dueños y poseedores de dichos recursos han 
hecho suyos, de una forma u otra, los conceptos de racio-
nalidad y sustentabilidad (véase capítulo 3, este volu-
men). Las leyes mexicanas, cimentadas en la primacía 
federal inserta en el sistema básico de la distribución de 
competencias contenida en el artículo 124 de la Consti-
tución, continúan estableciendo como atribución de la 
autoridad federal la decisión de las políticas de uso y 
aprovechamiento de los recursos naturales.

Estas tendencias, amparadas en la fórmula de faculta-
des concurrentes y distribución de competencias esta-
blecida en el artículo 73 fracción XXIX-G de la Constitu-
ción mexicana, se reproducen en las leyes, reglamentos y 
normas técnicas de las 32 entidades federativas, tanto en 
materia ambiental como respecto a temas sectoriales de 
recursos naturales. La legislación estatal en materia am-
biental y sobre recursos naturales fortalece a las autori-
dades estatales, concentrando atribuciones y limitando 
así la participación de las autoridades municipales, así 
como de los dueños y poseedores de los recursos natura-
les (véase capítulo 2, este volumen). Como resultado, te-
nemos hoy instituciones ya establecidas pero con capaci-
dad de respuesta limitada.

4.4 Influencia del derecho internacional 
ambiental y de los derechos humanos

Para entender a cabalidad la interacción del desarrollo 
del marco jurídico en materia de medio ambiente y re-
cursos naturales con el desarrollo de capacidades nacio-
nales es indispensable reconocer la fuerte influencia del 
derecho internacional ambiental en el marco jurídico 
mexicano vigente.

Con la Conferencia sobre Medio Ambiente y Desarro-
llo celebrada en Río de Janeiro en 1992, de cuya declara-
ción derivaron numerosos mecanismos tendientes a la 
ejecución en los países participantes de normas y princi-
pios ambientales,4 se han suscitado importantes transfor-
maciones tanto en los estados-nación como en el contexto 
internacional. Por un lado, los Estados han tenido que ir 
transformando, adaptando y modificando las reglas sus-
tantivas y adjetivas en materia de protección al ambiente 
para lograr la efectiva vigencia del Estado de derecho y 
para ofrecer certeza en las relaciones sociales e institucio-
nales, y por otro se ha constituido el derecho internacional 
del medio ambiente como una rama del ordenamiento 
jurídico internacional con autonomía didáctica y científica 

(Morelli 2006). La observancia de la ley y los mecanismos 
para asegurar su cumplimiento han formado parte del de-
bate internacional para mejorar la gestión ambiental y de 
los recursos naturales desde la década de los noventa.

Uno de los principios del derecho internacional que 
más ha influido en el derecho ambiental es sin duda el 
denominado “principio de acceso”, establecido a partir del 
principio 10 de la Declaración de Río de Janeiro sobre Me-
dio Ambiente y Desarrollo, adoptada por México en 1992. 
Según este principio, los Estados están obligados a dar ac-
ceso a las personas a toda la información ambiental de que 
dispongan para fomentar la sensibilidad y conciencia ciu-
dadana, además de establecer mecanismos de acceso a la 
toma de decisiones respecto de aquellas políticas, progra-
mas y proyectos relevantes para su calidad de vida y bien-
estar (Brañes 1994). Este principio también incluye el ac-
ceso efectivo a procedimientos administrativos y judiciales, 
incluyendo el resarcimiento de daños y la posibilidad de 
utilizar los recursos legales pertinentes (Brañes 2004).

El derecho ambiental internacional está evolucionan-
do considerablemente desde sus orígenes, en los que se 
consideraba a los Estados y gobiernos como actores prin-
cipales y se centraba en la protección de los intereses in-
dividuales, hacia preocupaciones colectivas de la comu-
nidad internacional. Así, cuando se habla de efectos que 
son de carácter común, no es sólo porque las afectacio-
nes recaen en los usuarios de los bienes colectivos, sino 
también porque se requiere acción colectiva para su so-
lución. En este contexto, se han puesto en la mesa como 
nuevos principios orientadores la transparencia, la equi-
dad y la predictibilidad (Bodansky et al. 2007), que están 
interactuando y ampliando la agenda de protección del 
derecho humano al medio ambiente en los ámbitos na-
cional e internacional.

La necesidad de tutelar los bienes y servicios ambien-
tales como bienes difusos se hizo notar por el jurista 
italiano Mauro Cappelletti, quien desde 1975 atisbaba 
la lenta pero inevitable declinación de una concepción 
individualista del proceso y la justicia hacia una visión 
colectiva. Desde su punto de vista, la mayoría de los 
principios, conceptos y estructuras que radican en esa 
concepción resultan cada día más insuficientes para dar 
una aceptable respuesta al problema de asegurar la tute-
la necesaria a los nuevos intereses difusos y de grupo que 
han llegado a ser vitales para las sociedades modernas 
(Cappelletti 1996).

El cambio de paradigma (Lorenzetti 2008)5 y los nue-
vos principios formulados en el contexto internacional 
permean poco a poco, con ritmo diverso, en los diferen-
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tes países del mundo, que los han ido adoptando a nivel 
constitucional o bien en leyes secundarias, dando así los 
primeros pasos administrativos y jurisdiccionales. En 
este contexto la reforma de 2012 al artículo 4º de la 
Constitución mexicana fue un avance al reconocer el de-
recho de toda persona a un medio ambiente sano para su 
desarrollo y bienestar, así como al establecer la responsa-
bilidad para quien genere daño y deterioro ambiental6 
pero todavía más importante es la reforma constitucio-
nal publicada el 10 de junio de 2011 (dof 2011c), que 
modifica el nombre del Título Primero de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos para de-
nominarlo De los Derechos Humanos y sus Garantías y 
eleva a rango constitucional los derechos humanos reco-
nocidos en los tratados internacionales de los que México 
sea Estado parte.

La reforma constitucional en materia de derechos hu-
manos debe interpretarse además a la luz de la publicada 
el 6 de junio de 2011 (dof 2011b), también en el Diario 
Oficial de la Federación, que amplía la procedencia de la 
figura jurídica del amparo respecto de cualquier norma 
general, incluyendo violaciones a los derechos humanos 
plasmados en los tratados internacionales. En esta mis-
ma reforma constitucional (artículo 107, fracción I) se 
señala que cualquier parte agraviada, titular de un dere-
cho o un interés legítimo, puede intentar el juicio de am-
paro, con lo que se permite el acceso a este tipo de juicio 
a aquellos particulares afectados en su esfera jurídica por 
normas generales (interés legítimo), no obstante que ca-
rezcan de la titularidad del derecho subjetivo respectivo 
(interés jurídico). Una nueva Ley de Amparo fue publica-
da en abril de 2013, regulando la protección y amparo de 
la justicia a quien aduce ser titular de un derecho o un 
interés legítimo individual o colectivo. Estas nuevas he-
rramientas jurídicas están siendo ya utilizadas por los 
demandantes en el sistema judicial mexicano.

4.4.1 Cumplimiento de los compromisos 
derivados del Convenio sobre la Diversidad 
Biológica

El cumplimiento de las obligaciones del cdb ha tenido 
una influencia positiva en la formulación de leyes, políti-
cas y programas en México, y ha desarrollado sinergias 
favorables en estudios y proyectos. De esta forma, ha 
permitido detectar áreas de oportunidad para apoyar el 
desarrollo de capacidades orientadas, por ejemplo, a la 
valoración y el aprovechamiento de los servicios ambien-
tales que brindan los ecosistemas, los mecanismos de 

acceso a recursos genéticos, así como la distribución de 
los correspondientes beneficios económicos entre los 
poseedores de los recursos genéticos y los generadores 
de conocimientos tradicionales (Ponce Nava 2006; véase 
el capítulo 7 de este volumen).

Para la instauración de las obligaciones del cdb7 se 
está considerando el enfoque ecosistémico, que permite 
la escala operacional para el manejo adaptativo institu-
cional y descentralizado, y que reconoce que la diversi-
dad biológica y la cultural son elementos esenciales de 
los ecosistemas. En México dichos enfoques y métodos 
de manejo se han establecido y han sido usados, en tér-
minos generales, con el concepto de manejo integral u 
holístico de los recursos naturales. 

Con el fin de avanzar en la consecución de sus objeti-
vos —la conservación de la diversidad biológica, la utili-
zación sostenible de sus componentes y la participación 
justa y equitativa en los beneficios que se deriven de la 
utilización de los recursos genéticos—, el cdb ha estable-
cido una agenda de trabajo basada en programas temáti-
cos y temas transversales, los cuales no han sido recogi-
dos aún en la legislación nacional mexicana, a pesar de la 
importante participación de México en este convenio.

4.5 La procuración y el acceso  
a la justicia ambiental en México

Un tema que consideramos debe ser analizado por su im-
portancia para el pleno desarrollo de capacidades nacio-
nales es el relativo a la procuración y el acceso a la justicia 
ambiental. El acceso a la justicia ambiental es uno de los 
elementos del “principio de acceso” contenidos en el 
principio 10 de la Declaración de Río y consiste en la po-
sibilidad que debe tener cualquier persona o grupo de 
personas de recurrir a mecanismos administrativos y ju-
risdiccionales para hacer exigible su derecho a un medio 
ambiente adecuado para la salud y el bienestar, así como 
para resolver controversias con resultados individual y 
socialmente equitativos (Brañes 2004).

Tanto el marco legal nacional como los marcos legales 
estatales vigentes en México nos muestran en diversos 
grados que, para la aplicación y observancia de leyes, re-
glamentos y normas, se han ido tomando prestados ins-
trumentos, mecanismos y procesos jurídicos, algunos 
anacrónicos, del derecho administrativo, del constitucio-
nal, del procesal, del civil y del penal, privilegiando los 
procedimientos del derecho público y la discrecionalidad 
administrativa.
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4.5.1 Instituciones encargadas de la procuración 
y el acceso a la justicia ambiental

Con la creación de la Procuraduría Federal de Protección 
al Ambiente (Profepa) en 1992, México inició el proceso 
de institucionalización para la observancia y cumpli-
miento de las leyes ambientales y sobre recursos natura-
les. La tarea no ha sido fácil y casi 20 años después pre-
domina en forma sistémica un marco legal individualista 
y patrimonialista que protege los derechos de las perso-
nas físicas y jurídicas en tanto demuestren un interés ju-
rídico específico respecto de los elementos del ecosiste-
ma, como sería una concesión de la zona federal marítima 
y terrestre, la autorización de una manifestación de im-
pacto ambiental o un permiso de aprovechamiento fo-
restal o de la vida silvestre.

En 2010 había apenas ocho procuradurías ambientales 
estatales: Aguascalientes, Coahuila, Distrito Federal, Esta-
do de México, Guanajuato, Guerrero, Jalisco y Nayarit, con 
presencia en 22.4% del territorio nacional (439 427 km2), 
en donde se concentra 44.3% de la población nacional 
(pae 2009). En el periodo de 2011-2012 fueron creadas 
cinco procuradurías ambientales en los estados de Cam-
peche, Hidalgo, Michoacán, Veracruz y Quintana Roo. 
En 2014 se incrementó a 15, con procuradurías en los 
estados de Querétaro y Sonora (Coneval 2014).

La Profepa y las procuradurías ambientales de las en-
tidades federativas que cuentan con ellas tienen diversos 
grados de autonomía, pues fungen como instituciones 
descentralizadas con personalidad jurídica propia o 
como instituciones desconcentradas con autonomía téc-
nica y administrativa. Ese diseño institucional ha busca-
do que las autoridades ambientales que deciden políti-
cas, programas y proyectos, y emiten permisos, licencias 
y autorizaciones, sean distintas de aquellas que aplican la 
ley, aspirando a que ninguna autoridad ambiental sea 
juez y parte a la vez. Para que la autonomía de las procu-
radurías ambientales ocurra de manera cotidiana se re-
quiere todavía madurez individual de los servidores pú-
blicos, así como institucional y sistémica. La promoción 
de la cultura de la legalidad, la defensa de los derechos 
ambientales y el cumplimiento de la ley como herra-
mienta de la gestión pública tienen todavía un largo ca-
mino que recorrer.

A pesar de contar con diseños institucionales distin-
tos, las procuradurías hacen uso de estrategias, mecanis-
mos y procedimientos, algunos ortodoxos y otros menos, 
para hacer valer la normatividad ambiental, entre los que 
se encuentran:

• inspección y vigilancia,
• aplicación de sanciones y medidas de seguridad,
• imposición de medidas de reparación del daño am-

biental,
• inicio de investigaciones de oficio,
• promoción de la auditoría y la autorregulación am-

biental,
• competencia para abordar temas ambientales, urba-

nos y culturales,
• aplicación de mecanismos alternativos de solución de 

conflictos ambientales (conciliación, mediación, ar-
bitraje),

• elaboración de estudios, dictámenes y peritajes,
• defensa jurisdiccional de derechos ambientales por 

medio de la representación del interés legítimo de la 
población (colectivos, difusos e intangibles) y

• atención de denuncias ciudadanas

Aunque hay diferencias en el diseño jurídico e institu-
cional de estas entidades, todas ellas están encargadas de 
defender los derechos ambientales de los habitantes de 
sus estados, para que procuren, de manera especializada, 
objetiva e imparcial, la aplicación de la normatividad en 
la materia, tanto por parte de los particulares como de los 
órganos del gobierno. La experiencia de la Profepa y las 
procuradurías ambientales estatales ha permitido diag-
nosticar la urgencia del rediseño de las instituciones jurí-
dicas para la defensa de los bienes colectivos y la tutela de 
estos derechos difusos, a fin de ampliar la legitimación 
del interés de individuos y grupos para tener acceso a las 
instancias judiciales y administrativas, elemento clave 
para encontrarnos en posibilidad de fortalecer el desa-
rrollo sistémico de las capacidades nacionales en la de-
fensa del capital natural, por lo que habría que aspirar a 
contar con una procuraduría de protección al ambiente 
en cada uno de los estados de la República.

4.5.2 Responsabilidad ambiental y restauración 
de daños ambientales

En México ha habido múltiples casos de emisiones de 
contaminantes, desechos de residuos peligrosos, descar-
gas de aguas residuales, encallamiento de embarcaciones 
en arrecifes de coral en áreas naturales protegidas, cons-
trucción de infraestructura en manglares, así como defo-
restación y cambio de uso de suelo de bosques y selvas. 
Estas acciones han resultado en la pérdida y el deterioro 
de recursos naturales y ecosistemas, así como en la afec-
tación a la salud e integridad de las personas, que sólo en 
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unos pocos casos ha sido posible atribuir a sujetos y em-
presas determinados. 

Los procedimientos administrativos instrumentados 
por la Profepa, y en los últimos años por las procuradurías 
ambientales estatales, tienen como objetivo el cumpli-
miento de la ley y, en su caso, la imposición de medidas 
sancionadoras que incluyen suspensiones, clausuras o 
multas económicas. Los procedimientos penales están 
encaminados a castigar, mediante la privación de la liber-
tad, al individuo. 

 El marco jurídico ha evolucionado y la Ley Federal de 
Responsabilidad Ambiental (dof 2013) regula la respon-
sabilidad ambiental que nace de los daños ocasionados al 
ambiente, así como la reparación y compensación de di-
chos daños cuando sea exigible por medio de acciones 
colectivas ante el sistema judicial federal. Esta ley incluye 
mecanismos alternativos de solución de controversias, 
procedimientos administrativos y aquéllos que corres-
pondan a la comisión de delitos contra el ambiente. Esta 
ley también señala que el régimen de responsabilidad 
ambiental es independiente del daño patrimonial sufrido 
por los propietarios de los elementos y recursos natura-
les, quienes podrán exigir la reparación de daños patri-
moniales mediante el derecho civil.

Estas nuevas herramientas jurídicas son instrumentos 
que permitirán al gobierno y a la sociedad civil participar 
de manera corresponsable para hacer exigible y justicia-
ble el derecho a un medio ambiente sano y garantizar la 
efectiva reparación de los daños ambientales.

4.6 El papel del Poder Legislativo  
en el desarrollo del marco normativo  
de conservación y aprovechamiento 
sostenible del capital natural

Un factor adicional que hay que tomar en cuenta para 
entender la mayor o menor incidencia que tiene el marco 
jurídico en el desarrollo de capacidades institucionales es 
la labor del Poder Legislativo en el desarrollo de las leyes 
en materia de conservación y aprovechamiento sosteni-
ble del capital natural del país.

Si bien ya hemos analizado las principales característi-
cas de las leyes ambientales en nuestro país —puntuali-
zando sus aciertos y fallas—, producto del trabajo del 
Poder Legislativo, hacen falta algunas precisiones res-
pecto al componente político de la tarea legislativa.

En este sentido, en el cuadro 4.1 se muestra cómo la 
materia ambiental ha sido tradicionalmente desdeñada 

en el plan político de los tres principales partidos políti-
cos del país (pri, pan, prd), y apenas esbozada en su 
estatutos, programas, políticas y agenda legislativa, con lo 
que han dejado este trabajo a los partidos con representa-
ción minoritaria en las cámaras (pvem, principalmente).

La tendencia a no considerar los temas ambientales 
como prioritarios, que además se repite en las legislatu-
ras de las entidades federativas, ha permitido que los te-
mas sometidos a debate parlamentario correspondan a 
asuntos de alta popularidad mediática pero que no inci-
den realmente en políticas públicas congruentes con los 
compromisos internacionales de México ni con los pla-
nes y programas adoptados por el Poder Ejecutivo fede-
ral o los poderes ejecutivos locales.

El panorama antes descrito pone en evidencia la nece-
sidad de desarrollar programas permanentes de capaci-
tación y difusión de los temas y problemáticas nacionales 
para la conservación y el uso sustentable del capital natu-
ral del país, las tendencias internacionales en la materia y 
el panorama legislativo federal y de las entidades federa-
tivas. Ello contribuiría a lograr la incorporación del tema 
ambiental como un asunto relevante en la agenda legis-
lativa, así como a la promulgación y reformas de leyes 
que sigan las tendencias más modernas del derecho am-
biental mundial.

4.7 Desarrollo de capacidades:  
la enseñanza del derecho ambiental  
en México

Un factor que frecuentemente suele ser desdeñado al 
momento de evaluar las capacidades nacionales para la 
defensa del capital natural es el de la educación. El dere-
cho ambiental en general, y de los recursos naturales en 
particular, está muy lejos de ser concebido como una dis-
ciplina autónoma, y esto se refleja en su enseñanza a nivel 
de licenciatura en las universidades a lo largo del país.

Del análisis de los planes de estudio de las licenciatu-
ras de derecho en las universidades autónomas estatales 
—universidades públicas en las entidades del país— se 
desprende que en 13 de ellas se imparte la materia de de-
recho ambiental o su equivalente de forma obligatoria, en 
siete es una materia optativa y en 14 no se imparte (cua-
dro 4.2, figura 4.1).

En la Universidad Nacional Autónoma de México y en 
la Universidad Autónoma Metropolitana, dependiendo 
del campus y del plan de estudios, se imparte ya sea como 
opcional o como obligatoria.
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Cuadro 4.1 Comisiones legislativas relacionadas con medio ambiente, recursos naturales y desarrollo sustentable

Estado
Partido político 

que preside Comisión
Total 

de comisiones
Total 

de diputados

Aguascalientes pvem Medio Ambiente y Recursos Naturales 31 27

Baja California Nueva Alianza Comisión de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable 26 25

Baja California Sur pan Ecología 27 21

Chihuahua pvem Ecología y Medio Ambiente 34 33

Campeche pvem Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable 35 28

Coahuila pvem Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua 24 25

Colima pvem Protección y Mejoramiento Ambiental 21 25

Chiapas pvem Ecología y cambio climático 42 41

Distrito Federal pvem 
Comisión de Preservación del Medio Ambiente, 
Protección Ecológica y Cambio Climático

48 66

Durango pan Ecología 39 31

Estado de México pan Protección Ambiental 34 74

Guanajuato pvem Medio Ambiente 24 36

Guerrero pvem Recursos Naturales y Desarrollo Sustentable 29 46

Hidalgo pvem Medio Ambiente 30 33

Jalisco pan Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable 40 32

Michoacán pri Desarrollo Sustentable y Medio Ambiente 28 40

Morelos pvem Medio Ambiente 28 30

Nayarit pan Ecología y Protección al Medio Ambiente 24 30

Nuevo León pvem Medio Ambiente 23 42

Oaxaca prd Ecología 40 42

Puebla pvem Medio Ambiente 37 41

Querétaro pvem Desarollo Sustentable 25 25

Quintana Roo pvem Medio Ambiente y Cambio Climático 26 25

San Luis Potosí morena Ecología y Medio Ambiente 21 27

Sinaloa pan Ecología 28 40

Sonora pri Energía, Medio Ambiente y Cambio Climático 35 33

Tabasco prd Ecología, Recursos Naturales y Desarrollo Sustentable 28 34

Tamaulipas pvem Desarrollo Sustentable 39 36

Tlaxcala pvem Obras Públicas, Desarrollo Urbano y Ecología 26 32

Veracruz pvem Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua 41 50

Yucatán pan Medio Ambiente 14 25

Zacatecas prd Ecología y Medio Ambiente 30 30

Fuente: Información obtenida por los autores en consulta directa a las legislaturas de los estados para el año 2015.
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Finalmente, vinculada de forma directa con la tenden-
cia a la impartición de la materia de derecho ambiental 
en las universidades mexicanas se encuentra la muy es-
casa producción de textos de dogmática jurídica, socio-
logía jurídica o filosofía del derecho sobre temas nacio-
nales de derecho ambiental.

La elaboración de este tipo de textos resulta crucial 
para el desarrollo de capacidades nacionales consideran-
do que la labor académica es territorio fértil para el inter-
cambio y la confrontación de ideas, así como el camino 
más viable para culminar en una transformación siste-
mática y estudiada del derecho. Consideramos que en la 

Cuadro 4.2 Universidades públicas de las entidades federativas en las que se imparte la materia de derecho ambiental

Estado Imparte la materia Nombre de la materia

Universidad Autónoma de Aguascalientes Sí, es optativa Derecho Ecológico

Universidad Autónoma de Baja California Sí, es optativa Derecho Ecológico

Universidad Autónoma de Baja California Sur Sí, es obligatoria Legislación Ambiental

Universidad Autónoma de Campeche Sí, es obligatoria Derecho Ambiental

Universidad Autónoma de Chiapas Sí, es obligatoria Derecho Ambiental

Universidad Autónoma de Chihuahua No la imparte

Universidad Autónoma de la Ciudad de México No la imparte

Universidad Autónoma de Coahuila Sí, es obligatoria Derecho Ecológico

Universidad de Colima Sí, es optativa Derecho Ambiental

Universidad Autónoma del Estado de Durango No la imparte

Universidad Autónoma del Estado de México Sí, es optativa Derecho Ambiental y Derecho Ambiental Internacional

Universidad Autónoma de Guadalajara Sí, es obligatoria Derecho Ambiental

Universidad Autónoma de Guerrero No la imparte

Universidad de Guanajuato No la imparte

Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo Sí, es optativa Derecho Ecológico

Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo No la imparte

Universidad Autónoma del Estado de Morelos Sí, es obligatoria Derecho del Medio Ambiente

Universidad Autónoma de Nayarit No la imparte

Universidad Autónoma de Nuevo León Sí, es obligatoria Ambiente y Sustentabilidad

Universidad Autónoma “Benito Juárez” de Oaxaca No la imparte

Benemérita Universidad Autónoma de Puebla No la imparte

Universidad Autónoma de Querétaro No la imparte

Universidad de Quintana Roo Sí, es obligatoria Derecho Ambiental

Universidad Autónoma de San Luis Potosí Sí, es obligatoria Derecho Ambiental

Universidad Autónoma de Sinaloa No la imparte

Universidad de Sonora No la imparte

Universidad Juárez Autónoma de Tabasco Sí, es obligatoria Cultura Ambiental

Universidad Autónoma de Tamaulipas Sí, es obligatoria
Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable; 
Derecho Ecológico

Universidad Autónoma de Tlaxcala No la imparte

Universidad Veracruzana No la imparte

Universidad Autónoma de Yucatán Sí, es optativa Derecho Ecológico

Universidad Autónoma de Zacatecas No la imparte

Fuente: información obtenida por los autores en consulta directa con cada una de las instituciones referidas en 2011.
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medida en que se fortalezca la enseñanza especializada 
del derecho ambiental y se institucionalice la jurisdicción 
ambiental, la producción de textos en la materia florece-
rá de manera paralela.

4.8 Conclusiones. La necesidad  
de un cambio de enfoque  
del marco jurídico

El desarrollo de las capacidades nacionales para la con-
servación y aprovechamiento del capital natural del país 
exige, desde el punto de vista de su componente jurídico, 
un cambio de enfoque que asuma al ambiente como un 
objeto de tutela de naturaleza difusa y de incidencia co-
lectiva. Los esfuerzos en este sentido son muy recientes 
y, a pesar de algunas limitaciones (Ramos-Campos 2012), 
las reformas constitucionales y de leyes secundarias re-
cién publicadas ofrecen un marco legal para que los ac-
tores que se vean afectados en sus derechos e intereses 
difusos y colectivos —como el medio ambiente— pue-
dan exigir la restitución del daño a la colectividad o, en su 
caso, el cumplimiento sustituto (dof 2010; dof 2011d). 
En particular, la reforma y adición del artículo 180 de la 
legeepa concede el derecho a quienes tengan interés 
legítimo de impugnar actos administrativos correspon-
dientes, tratándose de obras o actividades que contra-
vengan las disposiciones de dicha ley (dof 2011a; dof 
2011d). Con 30 años de retraso, estas reformas brindan 
la posibilidad de contar con normas jurídicas idóneas 
para promover el desarrollo sustentable, proteger el me-
dio ambiente y los recursos naturales, fomentar la con-
servación y uso de la biodiversidad y situar a México a la 
par de otros países que ya otorgan este tipo de protección 
a su capital natural. A continuación se puntualizan las 
principales incorporaciones que habrían de hacerse en lo 
legislativo:

• El sistema jurídico mexicano, en sus tres órdenes de 
gobierno, debe aportar una definición homogénea del 
objeto de tutela del derecho ambiental, sincronizando 
el contenido de la normatividad en la materia.

• Para un desarrollo homogéneo de capacidades institu-
cionales en todo el territorio nacional, las leyes gene-
rales en materia ambiental deben asumir íntegramente 
el federalismo cooperativo planteado en el artículo 73, 
fracción XXIX-G de la Constitución, estableciendo 
una distribución de competencias entre la federación, 
los estados y municipios que apueste más por la des-
centralización y la atención regional a la problemática 
de protección a la biodiversidad.

• Las leyes generales ambientales en materia de conser-
vación del capital natural de México deben garantizar 
las condiciones normativas mínimas para el cumpli-
miento de los compromisos internacionales asumidos 
con la suscripción del cdb, que desde su propia concep-
ción garantiza, con cabal adopción, el desarrollo de las 
capacidades institucionales de los países que lo aplican.

• Es urgente la sistematización de la legislación ambien-
tal nacional a efecto de eliminar las patentes contra-
dicciones, lagunas e imprecisiones que han sido seña 
de identidad de las leyes en la materia en nuestro país.

• En general, la legislación ambiental del país debe aban-
donar los modelos clásicos patrimonialistas, los esque-
mas coercitivos dominantes en las leyes de corte admi-
nistrativo y, por el contrario, optar por la identificación 
de los intereses económicos públicos y privados con el 
interés de conservación del medio ambiente.

• Es fundamental que a la par de normas jurídicas que 
tutelen efectivamente el capital natural de México se 
desarrollen las condiciones institucionales necesarias 
que detonen la enseñanza del derecho ambiental en las 
universidades a lo largo del país y que incentiven la 
producción nacional de textos especializados en el es-
tudio de esta disciplina, que permitan una retroali-
mentación académica y un estímulo adicional para la 
sistematización y modernización de las leyes mexica-
nas en la materia. 

• Asimismo, es urgente que desde el sistema jurídico 
se aporten las bases suficientes para que se desarrolle 
el conocimiento científico y tradicional sobre la bio-
diversidad.

• Es indispensable el desarrollo institucional para ga-
rantizar la efectiva aplicación de las leyes ambientales, 
en específico de las relativas a la biodiversidad. La ex-
periencia de la Profepa y de las 15 procuradurías am-
bientales existentes en la República mexicana pone de 
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 Figura 4.1 Número de universidades públicas  
de las entidades federativas en las que se imparte o no  

la materia de derecho ambiental.
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manifiesto lo idóneo de contar con instituciones con 
autonomía operativa y financiera, especialización téc-
nica y amplias atribuciones para vigilar el cumplimien-
to de las leyes en la materia.

• Como la Constitución mexicana lo establece, el Estado 
debe garantizar el acceso a la justicia ambiental, por lo 
que toda persona, sin necesidad de acreditar interés 
alguno, debe tener la posibilidad de ejercer su derecho 
a gozar de un ambiente adecuado, mediante la denun-
cia ciudadana, el acceso a la información ambiental y 
la participación social.

•  Las denuncias ciudadanas en materia ambiental deben 
sustanciarse ante organismos autónomos, a los que ha-
bría que dotar con recursos humanos, tecnológicos y 
financieros suficientes para ejercer las atribuciones de 
investigación ambiental, dictaminación técnica y peri-
cial, atención de denuncias ciudadanas y aplicación de 
mecanismos alternativos de solución de controversias.

• Debe hacerse efectivo el sistema más moderno de res-
ponsabilidad ambiental que privilegie la reparación del 
daño ambiental por encima de la indemnización eco-
nómica.

• En la interpretación de este derecho se debe atender 
en todo caso a los principios de precaución, preven-
ción, reparación del daño ambiental y equidad interge-
neracional previstos en los instrumentos internacio-
nales de los que México es parte. 

Si bien las reflexiones efectuadas en el presente capítu-
lo nos permiten afirmar que en términos generales el 
marco jurídico vigente constituye un punto de partida 
adecuado para el desarrollo de capacidades nacionales 
que permitan la conservación del capital natural del país, 
también demuestran que hay diversos escollos normati-
vos que dificultan que esta tarea se lleve a cabo plena-
mente, y que deben ser atendidos con urgencia.

Notas

1 El “interés jurídico” se refiere esencialmente a la necesidad 
del particular de demostrar que ha sido afectado en su esfera 
jurídica para poder actuar jurisdiccional o administrativa-
mente, mientras que “nexo causal” alude al vínculo que debe 
existir entre causa y efecto, el cual debe ser probado por el 
que afirma su existencia.

2 Esta ley asigna acciones y derechos a las personas a fin de 
lograr la protección de bienes que directamente no son su-
yos y tiene como objetivo específico regular la responsabili-

dad que nace con motivo de los daños ocasionados al am-
biente, así como la reparación y compensación derivadas de 
aquélla (Cossío et al. 2014).

3 La importación de pericos exóticos puede promover la de-
manda de especies exóticas y por ende invasiones biológicas. 
Ejemplo de ello son los reportes de poblaciones establecidas 
de la cotorra argentina (Myiopsitta monachus), nativa de Sud-
américa y que tiene alta demanda en el mercado de mascotas, 
como ha sucedido en Estados Unidos (GISD 2010).

4 Los principios más importantes asumidos son el de desarro-
llo sostenible, el principio precautorio, el principio de eva-
luación de impacto ambiental y el de prevención.

5 De acuerdo con Ricardo Luis Lorenzetti, el modelo contem-
poráneo del derecho ambiental debe reunir como elementos 
indispensables: 1] el bien colectivo situado en la esfera social, 
2] el establecimiento de deberes, límites y derechos, 3] la 
concepción sistémica del ambiente y 4] la predominancia de 
la acción colectiva.

6 Aunque no debe perderse de vista que, como lo expone en 
detalle Raúl Brañes (2000), la Constitución ya contenía aspec-
tos ambientales relevantes, principalmente en el artículo 27.

7 Las principales obligaciones contraídas en virtud del cbd son 
el desarrollo de estrategias nacionales para la conservación 
de la diversidad biológica y el uso sustentable de sus compo-
nentes, así como su integración en los planes, programas y 
políticas sectoriales relevantes; la identificación y seguimien-
to sistemático de los componentes de la diversidad biológica 
que son importantes para su conservación y uso sustentable 
y de los procesos y las actividades que tienen, o pueden tener, 
efectos adversos sobre la diversidad biológica o el uso susten-
table de sus componentes, incluyendo, entre otros, el control 
de las especies exóticas inavsoras y la liberación al ambiente 
de organismos genéticamente modificados; la restauración 
de ecosistemas degradados y la promoción de la recupera-
ción de especies amenazadas, así como el respeto, preserva-
ción y mantenimiento del conocimiento, las innovaciones y 
las prácticas de las comunidades indígenas y locales, así como 
promoción del reparto justo y equitativo de los beneficios de-
rivados de la utilización de tales conocimientos y prácticas.
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